En la Ciudad de San Salvador de Jujuy, capital de la provincia de Jujuy, República Argentina, a los 28 días del mes de septiembre del año dos mil doce, los señores Vocales de la Sala Primera de la Cámara en lo Civil y Comercial, doctores MARIA ROSA CABALLERO DE AGUIAR, MARÍA VIRGINIA PAGANINI y VÍCTOR EDUARDO FARFÁN, vieron el EXPTE. Nº B- B-162.487/06. caratulado: ORDINARIO POR DAÑOS Y PERJUICIOS: ARIAS TOMÁS ALBERTO C/ DÁVILA SARDINAS ILDA; en los que, 

LA DRA. MARIA ROSA CABALLERO DE AGUIAR, dijo: 

I. Por estos obrados comparece la doctora GRACIELA COMAS, en representación del señor TOMÁS ALBERTO ARIAS, promoviendo demanda ordinaria por daños y perjuicios en contra de la señora ILDA DÁVILA SARDINAS, solicitando que se condene a la demandada a indemnizar íntegramente a su representado por los daños y perjuicios que denuncia, de conformidad a las facultades establecidas por el art. 46 del C.P.C., con más los intereses desde la fecha del hecho (11 de junio de 2006) y costas. 

En cuanto a la relación de antecedentes afirma que en la fecha antes indicada, siendo horas 06:00, su representado fue víctima de un accidente. Explica que el Sr. Arias salió a bailar con la Srta. María Gabriela Costas, a quien dejó a esa hora en su domicilio y luego se dirigió a cargar gasoil. Allí se encontró con dos amigos, Emanuel Mealla y Mauro Gutiérrez quienes le solicitaron que los transportara y subieron al vehículo conducido por Arias. El Sr. Mauro Gutiérrez, le solicitó que lo dejara en el domicilio de la Srta. Flavia Castro. En esta circunstancia, es que desde ese domicilio, ubicado en calle 23 de Agosto, esquina Güemes de la Ciudad de Perico, comenzaron a caer ladrillos, golpeando el auto y las personas que habían descendido del automóvil para que bajara el Sr. Gutiérrez. Uno de los ladrillos, golpeó en la cabeza a su representado, ocasionándole pérdida del conocimiento, por lo que el Sr. Arias fue trasladado al Hospital Zabala de esa Ciudad, donde permaneció en observación hasta el día siguiente. La víctima sufrió un golpe en la cabeza y diversas heridas en su rostro, que le trajeron como consecuencia, daño estético. A su vez denuncia que el vehículo sufrió rotura de parabrisas, luneta y vidrios laterales, abolladuras y rotura de la antena, techo y baúl. 

Pide, en concepto de daños, los materiales denunciados, la privación de uso del vehículo, daño moral, gastos de atención médico farmacéutico, etc., cuyos montos los deja fijado al libre arbitrio judicial. Luego sustenta la responsabilidad de la demandada, por el riesgo creado al caer cosas inertes del domicilio de su propiedad (ladrillos mal colocados o sin colocar), debiendo probar que de su parte no hubo culpa. 

De lo expuesto ofrece pruebas y concluye peticionando que oportunamente se haga lugar a la demanda en todas sus partes, con costas. 

II. Sustanciado el traslado de ley comparece a fs. 26/33, el doctor RIAD QUINTAR, conforme la ratificación de gestiones de la demandada, en representación de esta última, contestando la acción incoada en su contra. 

En primer lugar oponen defensa de falta de legitimación sustancial activa, con relación a los daños materiales reclamados respecto del automotor y privación de su uso, toda vez que el actor no acredita ni ofrece acreditar la titularidad registal del rodado de referencia y que ni siquiera individualiza, todo conforme fundamentos que expone. 

En subsidio contesta demanda y formula negativas de todos los hechos expuestos por la contraria, para luego exponer su versión de los mismos. Así –dice- se ve en la necesidad de explicar y detallar de manera pormenorizada el hecho que se plantea en estos obrados, a fin de determinar la causalidad del daño que se reclama y la eximente de responsabilidad que invoca. Relata que en la madrugada del día domingo 11 de junio de 2006, su mandante se encontraba junto al resto del grupo familiar, descansando en su domicilio, y aproximadamente a horas 5:30 de la madrugada, el Sr. Efraín Castro, hijo de la propietaria, se encontraba en la terraza de la casa, cuando se disponía a bajar por las escaleras, sintió el ruido de un vehículo que se estacionaba sobre la vereda de su propiedad y fuertes voces de unos jóvenes que se encontraban dentro del vehículo, por lo que subió nuevamente las escaleras para ver que sucedía. Al momento de llegar a la orilla de la terraza que da a la vía pública, descubre in-fraganti que uno de los muchachos que salía del vehículo se encontraba escalando la propiedad y trepando el poste hasta “asentar sus manos sobre la terraza”, mientras que otro muchacho lo aguardaba apegado al poste de la vivienda y un tercero, esperaba en el vehículo. Luego supo que esos muchachos eran el actor de autos y sus amigos Mauro Gutiérrez y Emanuel Mealla, quienes venían de disfrutar de una salida nocturna, excedidos en alcohol. Afirma que quien intentó ingresar a la propiedad, fue el Sr. Mauro Gutiérrez, escalando la pared y el poste externo de la vivienda, por lo que el Sr. Efraín Castro defendió su propiedad intentando detener el ingreso de uno de los muchachos a la vivienda familiar, quien ya se encontraba montado sobre la base de la terraza, por lo que le arrojó ladrillos para impedir el acceso a su hogar. Tales ladrillos – afirma- fueron tirados en legítima defensa y cayeron sobre la vereda, donde estaba estacionado el vehículo del que habían descendido los muchachos. 

Ante esta situación, el Sr. Gutiérrez, saltó de la terraza a la vía pública, mientras el actor y el otro amigo, se cubrían con botellas de cerveza hasta, subir nuevamente al vehículo en que habían llegado. 

Así expresa que el actor, en una salida nocturna, con exceso de fiesta y de alcohol, fue partícipe, junto a sus amigos, de una conducta reprochable y contraria a ley, provocando la legítima defensa de los propietarios de la vivienda. Imputa esa conducta ilegítima al grupo, siendo el actor partícipe directo o indirecto del hecho, por lo que entiende que la única causa eficiente directa fue la conducta amenazante y peligrosa de él y de sus amigos. 

Afirma que el actor y sus amigos huyeron en el automóvil, vociferando, y amenazando al propietario de la vivienda, diciendo “ya vamos a volver”, y así fue que luego de unos veinte minutos, los llamados Mauro Gutiérrez y Emanuel Mealla, volvieron a la vivienda de su mandante, ya sin el actor, pero montados en el mismo vehículo con que habían llegado la primera vez. Una de las hijas de la demandada llamó a la policía, pero al arribar el móvil policial, “los amigos del actor”, contestaron que no pasaba nada, por lo que dicho móvil continuó su rumbo. 

Por capítulo aparte destaca la ausencia de los elementos de la responsabilidad civil, conforme derecho que cita, argumentando la culpa de la víctima, en los términos del art. 1.111 del C.Civil, sosteniendo, además, que con la conducta del escalamiento protagonizado por el amigo del actor, se quebró el nexo causal entre los daños denunciados y la cosa, por todo lo cual concluye que no existe responsabilidad civil atribuible a su mandante. 

Por otra parte destaca la improcedencia de los rubros reclamados, se opone a prueba ofrecida por la parte actora, acusa ausencia de pruebas y preclusión, ofrece la propia y concluye peticionando que oportunamente se rechace la demanda en todas sus partes, con costas. 

III. Clausurado el período probatorio y oídos los alegatos de las partes, estos obrados han quedado en estado de resolver, por lo que cabe entrar a considerar las cuestiones en debate. 

III.1. Liminarmente debemos analizar la falta de legitimación activa denunciada por la accionada, con relación al derecho del actor a reclamar los daños que denuncia producidos al automotor que conducía al momento del hecho, así como por la privación de su uso. 

Al respecto cabe decir que del relato de los hechos, formulado tanto por la parte actora como la demandada, surge que el Sr. Arias era quien conducía el rodado con el cual fueron al domicilio de la demandada. La individualización del vehículo, si bien no fue expresada en el escueto escrito de demanda, surge de la prueba aportada a fs. 4, presupuesto que además fue extendido a nombre del actor. Sobre el punto cabe decir que reiteradamente hemos sostenido, con fundamentos en las prescripciones del art. 1.110 del C.Civil, que basta la condición de mero usuario o tenedor del rodado para encontrarse legitimado activamente a reclamar los rubros por daños materiales y uso del automotor, pues se presume que es, precisamente quien usa y dispone del bien, quien necesita oblar las sumas necesarias para su reparación. En autos, el actor no sólo ha acreditado esa circunstancia por el hecho de encontrarse el día del siniestro conduciendo el rodado, sino que con la instrumental de fs. 4 ha demostrado ser quien requirió el presupuesto necesario para su reparación, por todo lo cual, esta defensa debe ser rechazada sin más. 

III.2. Corresponde entonces entrar a considerar y establecer cuáles fueron y cómo sucedieron los hechos, para lo cual debemos tener en cuenta los dichos de las partes y las testimoniales receptadas, única prueba que da cuenta de las circunstancias en que aquellos se desarrollaron. 

Del responde de demanda surge reconocido que el hecho que se denuncia ocurrió en la madrugada del día domingo 11 de junio de 2006, aproximadamente a horas 5:30 de la madrugada, oportunidad en la cual, el actor, junto con sus amigos Mauro Gutiérrez y Emanuel Mealla, llegó hasta el domicilio de la demandada, en circunstancias en que el Sr. Efraín Castro, hijo de la propietaria del lugar, se encontraba, despierto, en el domicilio de la misma. También se aceptó que cuando éste sintió el ruido de un vehículo que se estacionaba sobre la vereda de la vivienda y fuertes voces de unos jóvenes que se encontraban dentro del vehículo, se asomó por la terraza que da a la vía pública y descubrió que Mauro Gutiérrez, a quien identifica claramente en su responde, se encontraba escalando la propiedad y trepando el poste hasta “asentar sus manos sobre la terraza”. Ante ello, reconoce que para detener el ingreso de uno de los muchachos a la vivienda familiar, arrojó ladrillos para impedir el acceso a su hogar, tales ladrillos, admite, cayeron sobre la vereda, donde estaba estacionado el vehículo del que habían descendido los muchachos. 

Afirma también que cuando tiró los ladrillos, el Sr. Gutiérrez, saltó de la terraza a la vía pública, mientras el actor y el otro amigo, se cubrían –dice que con botellas de cerveza- hasta, subir nuevamente al vehículo en que habían llegado. 

Luego sustenta su defensa en el hecho ilegítimo de Gutiérrez, conducta antijurídica que imputa a todo el grupo, cuyos integrantes –dice- estaban alcoholizados, incluido el actor. Invoca también el derecho de legítima defensa de la propiedad, por parte del hijo de la actora. 

Ahora bien, los hechos así descriptos por la parte demandada, coinciden, en esencia, con las declaraciones testimoniales de los propios protagonistas del evento. 

Así, EMANUEL ALEJANDRO MEALLA SERRANO, uno de los amigos del actor quien fue con éste a llevar a Gutiérrez al domicilio de la demandada, contestó a la pregunta dos del pliego de fs. 247, negando que Tomás Arias hubiera querido ingresar en forma ilícita al domicilio de la demandada, aclarando que venían del boliche, se subieron al auto del actor para dar unas vueltas, y Mauro le pidió a Tomás que lo dejara en ese domicilio. Ante la pregunta tres, negó que Tomás Arias estuviera alcoholizado y ante la pregunta cuatro, contestó afirmativamente que cayeron ladridos de la propiedad de la Sra. Dávila Sardinas, relatando que ellos iban a dejar a Mauro Gutiérrez, pararon en ese domicilio para que él se bajara y en un lapso de treinta segundos sintió el ruido de piedra en el techo. Vio que cuando Tomás se bajó del automóvil, se agarraba la cabeza, luego sintió ruido de varias piedras, vidrios rotos, entonces él sacó el auto, veinte o treinta metros para adelante. Cuando vuelve, Tomás estaba sangrando. Afirmó que Mauro les pidió que lo llevaran a ese domicilio, porque allí estaba su novia, aclarando que el mismo había tenido una relación con Flavia Castro. 

Ante la pregunta cinco, dijo que cuando él se bajó del auto, vio que Tomás estaba agarrándose la cabeza y que caían muchas piedras y que éste tenía muchos cortes y sangraba sobre las manos. Vio que las piedras caían del techo de la casa. No vio quién tiraba las piedras. No pudo precisar exactamente de dónde caían. 

En cuanto a los daños del rodado, contestó a la pregunta seis del referido pliego, afirmando que vio abolladuras y roturas de vidrios, la luneta de atrás. Fue el dicente quien llevó al hospital Arturo Zabala a Tomás. Luego fue a avisar a los padres, manejaba el auto con los vidrios rotos. 

Ante repreguntas, dijo que no tomaron ninguna bebida, y que el dicente estuvo dentro del vehiculo, salvo para sacar el auto. Cuando se bajó del rodado, las piedras seguían cayendo, por eso se bajó a sacar el auto. También dijo que se quedaron charlando con Tomás en el auto, unos treinta segundos y pensaban retirarse. 

Ante otras preguntas aclaró que después que él corrió el automóvil volvió a ver que pasaba, entonces subieron al rodado los tres y se fueron al hospital, donde quedó Tomás y él fue a comunicar el hecho a los padres de éste y luego se fue a su casa, que no regresó al domicilio de la demanda. Dijo no recordar que en algún momento hubiera intervenido la policía. 

A su turno, MAURO SEBASTIÁN GUTIÉRREZ, amigo también del actor, reconoció los hechos afirmados por la demandada, es decir que él trató de ingresar al domicilio de la misma, pero negó categóricamente que el actor hubiera actuado en ese sentido. Para explicar su conducta, relató que Flavia Castro, quien vivía en ese domicilio, es su ex novia, él se quiso trepar, había un poste de luz. Afirmó que dos o tres veces ya lo había hecho, y reconoció que ese día había tomado cerveza. También aclaró que Arias no estuvo tomando con él, que ni siquiera estuvieron en el mismo boliche; que lo encontró cuando salió del boliche y le pidió que lo dejara en ese domicilio. A pesar –dijo- que pasaron muchos años, recordaba que se bajó del automóvil que conducía su amigo Tomás y se puso a orinar, pero no logró subir a la terraza. El hijo de la dueña del lugar le tiró una patada, se cayó y le tiró un ladrillo. Cuando se cayó, empezó a tirar varios ladrillos y allí fue cuando se dio cuenta que Tomás estaba herido. 

A la pregunta tres del pliego de fs. 247, para que diga si Tomás Arias se encontraba alcoholizado, contestó que “cree que no, que él no estuvo en el boliche con ellos”. Ante la pregunta cuatro, contestó afirmativamente que vio que del domicilio de la demandada, caían los ladrillos. Ante la pregunta cinco, dijo que el ladrillo le partió la cabeza a Tomás, por lo que fueron en el mismo auto al hospital, manejaba Emanuel. En cuanto a los daños del automóvil, dijo que habían roto el vidrio de atrás. 

Ante las repreguntas formuladas, dijo que Tomás quedó en observación en el hospital, y reconoció el declarante que “quedó muy caliente y volvió al domicilio en el auto de Tomás, al mismo domicilio, ya que Emanuel tenía la llave”. Dijo que “quería aclarar la situación en un momento de calentura, quería hablar con los familiares, era muy fuerte lo que había pasado”. En ese momento, dice fueron atendidos por Ilda y Efraín. También reconoció que en ese momento, sí intervino la policía, que apareció y quiso calmar la situación. 

En cuanto al hecho en sí, precisó que Efraín le tiró una patada desde la terraza cuando trataba de subir por el poste y luego empezaron a caer los ladrillos. Dijo que alcanzó a escalar hasta el techo, por el nivel de atrás y que él no efectuó denuncia a la policía. La policía trató de calmar la situación. Él estaba alterado y regresó al hospital. Aclaró que todo fue porque estaba muy enamorado de la chica que era mayor que él. Era su ex novia. 

Por su parte MARÍA GABRIELA COSTAS, actual esposa del actor y novia al momento de los hechos, manifestó estar en condiciones de declarar bajo juramento de ley y decir la verdad. Ante la pregunta tres del pliego de fs. 248, dijo que en ningún momento el Sr. Arias ingirió bebidas alcohólica. Aclaró que primero estuvieron en su casa, y luego en un boliche. A la pregunta cuatro dijo que se enteró del accidente el domingo. Vio que tenía inflamada la cara, todo morado y vendado. Ante la pregunta cinco declaró que como secuelas del hecho, el actor quedó con cicatrices, disminución de la audición y deprimido porque no conseguía trabajo, a las entrevistas que iba le preguntaban que le había pasado en la cara. Precisó que el automóvil era del padre del actor y quería buscar trabajo para pagar la reparación. Tuvo que ir al otorrino por el problema de la audición. Tenía problemas psicológicos porque se sentía mal por haberle dañado el auto al padre. 

Ante preguntas ampliatorias, precisó que, mientras estuvo con ella, nunca estuvieron acompañados de Mauro y Emanuel, que estuvieron solos y que ella nunca los vio. Tomás la dejó en su casa y se fue, esto fue un poco antes de que cerraran el boliche donde ellos se encontraban, cinco o cinco y media. También contestó que cuando el Sr. Arias la dejó en su domicilio, no presentaba signo alguno de ingestión de bebidas alcohólicas. 

Ante repreguntas dijo que sólo tomaron gaseosas, en su casa, que luego ingresaron al boliche a las dos de la mañana, aproximadamente, y que durante el tiempo que estuvieron allí no tomaron nada. 

Ante otra pregunta, dijo que la madre del actor, falleció al año siguiente, y que emocionalmente Tomás luego de esa pérdida, estaba muy triste. 

El testigo RUBÉN ANICETO NAVEA, vecino de la demandada, presenció los hechos posteriores a la hospitalización de Arias, ya relatados por Gutiérrez, esto es cuando éste regresa a la casa y habla con la dueña y su hijo, precisando que no vio los vidrios rotos del automóvil, que vio a dos personas golpeando la puerta, después salió la familia, y llegó el patrullero y se calmó todo. Después fue a preguntar qué pasaba y le dijeron que querían entrar a robar. 

De igual modo, ZULMA ANDREA YEBARA, otra vecina, relató en términos similares la segunda llegada de los dos amigos a la casa de la demandada, oportunidad en que dijo, reconoció a Gutiérrez, no habiendo presenciado el hecho primigenio. Esta testigo declaró que ella llamó a la policía. 

De suma importancia fue la declaración de EFRAÍN ALBERTO CASTRO, quien si bien fue tachado por la actora, por ser hijo de la demandada, intervino en los hechos que nos ocupan, reconociendo que fue él quien tiró los ladrillos, de allí que sea de trascendencia para esta causa considerar su testimonio, rechazando la tacha opuesta oportunamente, pues se mostró objetivo en el relato mismo de los hechos, más allá de las connotaciones que agregó y que hacen a la defensa de su accionar. Así ante la pregunta dos del pliego de fs. 249, narró que era un sábado estaba durmiendo en la parte de arriba, a eso de las cinco se despertó porque el boliche está cerca se levantó fue al baño y al subir escuchó que afuera hablaban y se acercó a la terraza para ver, al acercarse vio que alguien subía por el poste de luz. Se hizo para atrás, esperó que subiera y cuando se acercó a la terraza le pegó una patada para que baje, se asustó y agarró lo primero que tenía, un ladrillo. Con eso, el que escalaba saltó para abajo. Se asustó más, escuchó que gritaban. Eran varios, lo insultaron y entonces subió su hermano, cuando estaban bajando, su mamá ya estaba despierta y llamaron a la policía. Luego tocaron la puerta, salió su hermano y le querían pegar, su hermano lo defendió y llegó la policía y los chicos se fueron. Dijo que tiró dos o tres ladrillos. No vio si le dio a otro muchacho ni al vehículo. No se dio cuenta si los ladrillos dieron contra el auto, quería que se vayan, estaba asustado. 

Ante repreguntas, para que diga si previo a arrojarle el ladrillo a quien estaba escalando la pared, si alguien más trató de ingresar a la casa, dijo que sólo vio al chico que estaba trepando, y que tampoco vio si del coche salieron otras personas, que sólo escuchó voces. Preguntado para que diga si cuando lanzó ladrillos, asomó la cabeza, dijo que sólo en el momento de patear a quien escalaba, después no se asomó más. La Dra. Paganini le preguntó si tiró al boleo los ladrillo y contestó que sí, para que se vayan. Dijo no saber si Mauro tenía relación con Flavia. 

III.3. Si así sucedieron los hechos, cabe considerar que nos encontramos ante un hecho dañoso producido con las cosas. 

Al respecto debemos decir que, en principio, nada autoriza a disociar el riesgo creado del carácter inerte de una cosa. El riesgo de una cosa inerte- en este caso, ladrillos arrojados- debe ser ponderado tomando el criterio de previsibilidad en abstracto propio de la relación causal, esto es lo que acostumbra a suceder conforme el curso normal y ordinario de las cosas (conf. Pizarro, "Responsabilidad civil derivadas de cosas inertes ubicadas riesgosamente" en la obra colectiva en homenaje al profesor Isidoro Goldenberg, La responsabilidad, pag. 420, ed. Abeledo Perrot, 1995). De tal manera, que una cosa inerte adquiere activa intervención en la producción del daño cuando su situación crea la probabilidad y consecuente previsibilidad de un suceso perjudicial (conf. Zavala de González, Matilde, Responsabilidad por Riesgo, ed. Hammurabi, 1987, pag. 57). 

Por lo dicho, frente al caso concreto, se debe analizar las características de la cosa que ha intervenido en el evento dañoso para saber si ofrecía un riego especial, intrínseco, normal y extraordinario. La peligrosidad en relación a las cosas es una valoración que debe efectuar el juez a partir de los caracteres de la cosa. 

Frente a los hechos que nos ocupan, juzgo que los ladrillos arrojados desde la terraza de la vivienda de la demandada, adquieren, al convertirse en proyectil, el carácter de cosa riesgosa. 

Por otra parte, corresponde considerar que la tesis del riesgo se sostiene en razones muy vinculadas a la ética y a la equidad, si hay daño aún realizado sin culpa alguna porqué deberá soportarlo la víctima y en nada el autor del hecho dañoso. Ya que el problema de la responsabilidad civil deja de ser un problema de culpa para volverse una cuestión de reparación equitativa de daños o contribuciones a la deuda contractual o extracontractual (conf. Trigo Represas, Compagnucci de Casso Responsabilidad Civil, 2a. ed. Hammurabi, 19886, pag. 27 y ss.). 

Es decir entonces, que a partir de la reforma del Código Civil, en nuestro sistema legal "el daño derivado del peligro o defecto de la cosa no debe ser soportado por los terceros, sino por quien mantiene con ella algún nexo de hecho o de derecho: por el sujeto que se sirve de la cosa o la tiene a su cuidado o por el que tiene la posibilidad jurídica de ejercer estas facultades" (conf. Zavala de González, Matilde, ob. cit., pag. 29 y ss.). 

Claro está que el riesgo de la cosa nunca es la causa exclusiva del daño, éste resulta siempre de una agravación o demostración del riesgo que encierra la cosa: manipuleo o uso erróneos, falta de adopción de medidas de seguridad, deficiencias en la conservación o custodia de la cosa: en suma actos que desencadenan la potencialidad dañosa de la cosa (conf. Zavala de González, ob. cit. pag. 45 y ss.). 

La situación particular de autos, elementos arrojados desde un inmueble (ladrillos), ya fue contemplada a en el derecho romano que responsabilizaba, de pleno derecho, a quien habitaba a un título cualquiera una casa de la que había caído o se había arrojado un objeto, estableciendo que debía reparar el perjuicio causado sin que fuese necesario probar su culpa: la acción dada a la víctima, se justificaba por la necesidad de que los transeúntes pudiesen circular sin temor a los peligros. (conf. Halperín, Nicolás, Responsabilidad por el daño causado por cosas inanimadas, Publicado en: Responsabilidad Civil Doctrinas Esenciales Tomo II , 603, La Ley on-line). 

Tales normas son el precedente de nuestro art. 1119 del C.Civil –tercer apartado- en cuanto Vélez extiende la aplicación de la regla de la responsabilidad por el hecho de otro del artículo 1.118, a "los padres de familia, inquilinos de la casa, en todo o en parte de ella, en cuanto al daño causado a los que transiten, por cosas arrojadas a la calle...". 

Esta disposición crea una presunción legal de causalidad, con sustento en el riesgo creado, haciendo responsable al dueño de casa por el daño causado por cosas inanimadas arrojadas desde su vivienda, cuando no se puede determinar la autoría. Ahora bien, cuando se pueda determinar quien arrojó la cosa, desaparece la presunción de causalidad y se imputa la responsabilidad directa del autor del hecho (art. 1.119 in fine). 

De todos modos, más allá de aquella normativa específica para la responsabilidad directa del autor del hecho -que en autos no fue demandado-, la responsabilidad refleja por el daño causado con la cosa, está prevista, concordantemente y de modo genérico por el art. 1.113 del ibídem. Esto es cuando el hecho del hombre produce un daño, valiéndose de un instrumento o cosa. Conforme esta última norma legal, se establece en cabeza de quien tiene la obligación de guarda de la cosa de que se sirve o tiene a su cuidado la obligación de reparar el perjuicio causado a terceros (guarda jurídica). 

Al respecto ha sostenido la doctrina que “está fuera de duda que cuando se acredite que "el daño causado a los que transiten, por cosas arrojadas a la calle, o en terreno ajeno, o en terreno propio sujeto a servidumbre de tránsito, o por cosas suspendidas o puestas de un modo peligroso que lleguen a caer", lo ha sido por alguno de los moradores a quien se identificó, o por los dependientes de los padres de familia aludidos en el artículo, la responsabilidad se presenta regida por el juego de los principios comunes (arts. 1113, párr. 1º, y 1114, Cód. Civil -Adla, XXVIII-B, 1799). (Conf. López Cabana, Roberto M.; Responsabilidad colectiva. Régimen legal en Argentina y Latinoamérica. LA LEY 1986-B , 931). Por su parte, Trigo Represas, entiende que los supuestos normativos previstos por el tercer párrafo del art. 1119 “encuadran perfectamente dentro de los casos de daños causados con intervención de cosas, regulados a partir de la reforma de la ley 17.711/68 (Adla, XXVIII-B, 1810) en el segundo parágrafo del art. 1113 del Código Civil. No obstante lo cual, el perjuicio ocasionado por cosas arrojadas desde una casa, se ubica claramente dentro de la hipótesis del daño causado por el hombre, aunque utilizando o valiéndose de la cosa tirada o lanzada, de la primera parte de ese párrafo”. Para el citado autor, se trata “de una responsabilidad objetiva o sin culpa; que encontraría su razón de ser, en la necesidad de amparar a los transeúntes de las agresiones torpes o negligentes, que pueden provenir de los edificios frente a los cuales transitan”. (Conf. Trigo Represas, Félix A. La responsabilidad del "consorcio" de propiedad horizontal por cosas arrojadas o caídas del edificio. LA LEY 2009-D , 618). 

Por su parte Spota afirma que el art. 1113, al identificar como responsable a quien "se sirve de una cosa, contempla esencialmente al propietario. Ello es así porque es él quien tiene corrientemente el poder económico sobre la cosa, o sea la facultad de obtener un provecho de ella. Si es otro quien detenta la cosa y obtiene un provecho de ella, si ese tercero se sirve de la cosa, la responsabilidad consiguiente recae en él. La ley contempla a quien tiene el provecho económico de la cosa, a aquél que se sirve de la misma; para esa persona existe el deber de custodia más que para quien detenta la cosa materialmente (cit. por Halperín, ob. cit. precedentemente). 

Pero aún, situándonos en la posición subjetivista de responsabilidad, conforme el maestro Llambías, la responsabilidad prevista por el art. 1119 tercer párrafo, se trata de una responsabilidad indirecta sobre "la persona que tiene el control" del sitio de donde provino la cosa que produjo el daño… Lo que importa es la efectiva posibilidad que se haya tenido o podido tener de dirigir y encauzar la actividad de las personas que se encuentran en un lugar sujeto a la autoridad doméstica o privada de alguien… la razón de ser que tiene la obligación de reparar un daño anónimo que se origina en un lugar sometido a nuestra custodia reside en el descuido en el ejercicio de la autoridad doméstica respectiva: el daño ocurrido denuncia o pone de manifiesto una culpa o negligencia en el desempeño de esa autoridad. No hay necesidad de producir la prueba de esa culpa porque ella está "cantada" por el modo de realizarse el daño por un autor anónimo: "res ipsa loquitur", es decir es un hecho "de tal naturaleza que habla por sí mismo en cuanto a la existencia de culpa en el demandado". Ahora bien, para el supuesto de identificarse al autor del daño, “este hecho no desvirtuaría la suposición de la culpa del dueño de casa, que quedaría sin variante sea que se conociera o no al autor del daño, desde que la culpa ha consistido en permitir su realización desde un lugar sujeto a la custodia del dueño de casa… en cuanto autor de una culpa por abstención, con arreglo al principio general del art. 1109” (conf. Llambías, Jorge Joaquín-. Responsabilidad por cosas arrojadas o expuestas a caer. Publicado en: Responsabilidad Civil Doctrinas Esenciales Tomo II , 667, La Ley on line.). 

Por nuestra parte adherimos a la tesis que fundamenta esta responsabilidad en la pérdida del contralor de la cosa, como responsabilidad objetiva. 

III.4. Establecida entonces la responsabilidad objetiva de la demandada en su carácter de dueña de casa, ésta podrá eximirse de responsabilidad, demostrando la culpa de la propia víctima o de un tercero por quien no debe responder, tal es lo que intentó la demandada, a mi criterio sin éxito. 

Tanto la doctrina como la Jurisprudencia han sostenido reiteradamente que en materia de accidentes ocurridos con las cosas de las cuales el propietario se sirve o tiene a su cuidado, es el demandando quien debe acreditar los eximentes de responsabilidad que invoca. 

Borda al reformar el instituto de la responsabilidad civil, introduce, además una modificación procesal, toda vez que invierte la carga de la prueba, no sólo de la culpa del dueño o guardián que se presume, sino de la misma causalidad. Es decir que la víctima sólo debe probar el daño y que el mismo se produjo por contacto o relación física con la cosa riesgosa o viciosa, demostrado lo cual, la relación de causalidad y por ende la culpa, se presumen. A contrario sensu, el demandado es quien debe probar que no hubo relación de causalidad alguna entre el daño y la cosa riesgosa, ni culpa de su parte, en función de la aplicación de la cosa a su destino normal (que puede consistir en el modo corriente de su utilización por el hombre) (conf. Zavala de González, ob. cit. pag. 42 y ss.). 

Veamos, se argumentó que la víctima estaba ebrio, y que así llegó al domicilio de la demandada, hecho que no fue de modo alguno acreditado. Por el contrario, del informe de fs.81 del Hospital Arturo Zabala, surge que el actor tenía heridas cortantes, pero en no se menciona signos de que hubiera ingerido bebidas alcohólicas. Por otra parte, las declaraciones testimoniales antes analizadas, dieron cuenta no sólo de que el actor no había bebido alcohol, sino que ni siquiera había estado en el boliche con sus amigos, sino con su novia, a quien dejó en su domicilio, minutos antes de encontrarse con aquellos y llevar a su amigo Mauro, al domicilio de la demandada. También se pretende argumentar la culpa de la víctima, haciendo al Sr. Arias partícipe del hecho cometido por Mauro Gutiérrez. En este sentido se hace una imputación del obrar en grupo. No sólo que no se acreditó que el Sr. Arias participara en el hecho del escalamiento del domicilio cometido por Gutiérrez, sino que de la prueba testimonial brindada tanto por los Sres. Gutiérrez y Mealla, como por el Sr. Castro, autor del hecho dañoso que se denuncia, surge que en ningún momento Arias trató de escalar la casa o ingresar al domicilio. Según la declaración testimonial de Mealla, Arias recién se baja del auto cuando cae una “piedra” en el techo del automóvil en el cual se encontraba y es ahí, que recibe otro ladrillo en la cabeza. El propio Sr. Castro, dijo que sólo estaba escalando la pared de la casa el Sr. Gutiérrez, y que nunca, siquiera lo vio a Arias. Existiendo entonces un único autor determinado del hecho que se argumenta como eximente de responsabilidad, no puede hablarse de responsabilidad del grupo, conforme doctrina de los arts. 1067, 1109 y ccs. del C.Civil. 

La demandada, entonces, no ha acreditado en autos que el hecho se produjera por la culpa, descuido o negligencia de la víctima, o que éste hubiera participado del escalamiento a su domicilio, actuando en grupo, por lo que pesa entonces la presunción de responsabilidad de aquella, por su carácter de dueña o guardadora de casa, en los términos de los arts. 1113 y ccs. del Cód. Civil. 

El otro eximente de responsabilidad invocado, es la culpa del tercero, por quien la demandada no debe responder. A tales fines se argumenta que los ladrillos fueron arrojados por el hijo de la dueña de casa, en defensa propia, por la conducta desplegada por el Sr. Gutiérrez, quien pretendió ingresar al inmueble por escalamiento. Esta actitud hizo creer al Sr. Castro que se trataba de un intento de robo, se asustó y procedió de la manera explicada anteriormente. 

Al respecto cabe considerar que el propio Sr. Castro en su declaración, relata que empujó al Sr. Gutiérrez cuando casi había llegado a la terraza, le tiró un ladrillo y cayó. No obstante ello, siguió tirando ladrillos “al boleo”. 

Para poder admitir esta defensa, debemos considerar que si bien la conducta del Sr. Gutiérrez aparece en principio como ilegítima, toda vez que pretendió acceder a la vivienda por escalamiento, no es menos cierto que la demandada no denunció el hecho, con lo cual el mismo no pudo ser investigado. Es que Gutiérrez afirma que ya había ingresado así en otras oportunidades, porque era novio de la hija de la dueña de casa, de quien dijo haber estado muy enamorado. Si ello es así, no podemos dar por probada la agresión que se dice perpetrada por aquél, en los términos del art. 34 inc. 6) del C. Penal, esto es una conducta con voluntad de atacar que implique un peligro real y actual o inminente para la persona o derechos del agredido. 

Pero más allá de lo expuesto, aun considerando la conducta del Sr. Gutiérrez como ilícita, la misma fue repelida con la patada y el ladrillazo que hizo que el mismo cayera a la vereda. No obstante ello, y pese a que nadie más intentó escalar, el Sr. Castro continuó tirando ladrillos, sin siquiera mirar a donde los arrojaba, tal como surge de su propia declaración. Evidente que tal conducta, implica un uso irracional y desproporcionado del medio empleado, para impedir el hecho que lo asustaba. La invocación de la legítima defensa de que dice haber hecho uso el Sr. Castro, es válida –con relación al agresor- en tanto y en cuanto justifica su accionar para impedirle el escalamiento o permanencia en su vivienda, pero no puede hacerse extensiva a terceros que se encontraban en la vía pública y que no perpetraban ese hecho ilícito, menos aún cuando el autor de ese hecho, ya no mostraba resistencia, por haber caído a la vereda, en virtud del acto defensivo utilizado por el Sr. Castro, con lo cual el peligro, ya había cesado. 

A mi criterio, hubo un exceso en la defensa por errónea apreciación de la magnitud del peligro, en tanto y en cuanto la defensa empleada por Castro –inicialmente justificada- fue más allá del ataque inminente, en tanto y en cuanto –repito- el agresor ya había caído al suelo. La patada o empujón que le dio Castro a Gutiérrez, implica la reacción simultánea a la agresión, que puede configurar la legítima defensa, pero continuar arrojando ladrillos a la vía pública “al boleo”, cuando la agresión ya había acabado, configura un evidente exceso. Si ello es así, esta defensa tampoco puede prosperar. 

IV. Por todo lo hasta aquí expuesto, concluimos en que debe imputarse responsabilidad a la demandada, ILDA DÁVILA SARDIANS, en la producción del siniestro que nos ocupa, de conformidad a las prescripciones de las normativas legales antes analizadas. 

V. Determinada la antijuridicidad de la conducta que se imputa a la accionada, la relación causal con el hecho denunciado y la imputabilidad, corresponde analizar el otro extremo que hace viable la acción por daños y perjuicios, cual es el daño, sin cuya existencia la misma no puede prosperar. 

En la especie se ha reclamado por el daño físico soportado por la víctima, daño al vehículo, su privación de uso, daño moral y estético, gastos de atención médico farmacéutico, que analizaremos a continuación. 

V.1. Con relación a el daño físico soportado por la persona del actor, el mismo quedó acreditado con el informe de fs. 81 y con las declaraciones testimoniales antes analizadas, de las cuales surge que recibió un ladrillo en la cabeza, que estaba con heridas sangrantes y que debió ser hospitalizado. Reiteradamente hemos sostenido que el daño físico que corresponde resarcir, es la incapacidad física sobreviviente que pudiere presentar la víctima. De las constancias de autos y fundamentalmente de la pericia médica obrante a fs. 125/130 y explicaciones de fs. 152/154 surge acreditado que el actor sufrió politraumatismo, con traumatismo de cráneo y cara, con herida cortante de frente, por lo que el perito concluye en que el actor presenta una hipoacusia que tiene su origen en el trauma por el hecho que nos ocupa, por la cual –en sus explicaciones- adjudica al actor un 2% de incapacidad, a lo que suma las lesiones estéticas (12%) y psicológicas (18%), de conformidad al informe de la perito psicóloga, obrante a fs. 100/102, que informa de una neurosis post-traumática, por todo lo cual determina una incapacidad parcial y permanente y definitiva del 32,89% (quedaría en un 32%, luego de las referidas explicaciones). Pero además, debemos considerar que el experto reconoce a fs. 153, que el cuadro psíquico que presenta el actor al momento del examen, está determinado no sólo por el accidente, sino también por el fallecimiento de la madre. 

Esta pericia ha sido debidamente fundada en la ciencia y arte del experto y aclarada con las explicaciones ya referidas. También ha sido avalada por la pericial psicológica ya referida, por lo que no cabe más que estar a sus conclusiones. 

De todos modos, a los fines de determinar el quantum indemnizatorio, debemos considerar para el daño material, sólo el porcentaje determinado en concepto de hipoacusia y parte del porcentaje de incapacidad por daño psicológico, ya que al respecto ha existido una concausa. Si ello es así, corresponde establecer una compensación a favor del actor por daño material, considerando parcialmente el porcentaje informado por el galeno, teniendo en cuenta esa concausa. Asimismo, el porcentaje, determinado por el perito por la lesión estética, será valorado a los fines de determinar el daño moral. Es que conforme reiterada jurisprudencia, para la procedencia del rubro daño estético, como daño material, debe acreditarse que esa lesión ha afectado a quien la padece en su esfera laboral, lo que no ha acontecido en la especie. Por ello, y conforme el prudente arbitrio judicial, debe fijarse esta indemnización conforme a la disminución de la integridad física del actor, así como sus condiciones personales, tales como edad, posición social y laboral, etc., fijando este rubro en la suma de PESOS CINCUENTA MIL ($ 50.000), de conformidad a las facultades que nos confiere el art. 46 del C.P.C. 

V.2. Daño moral: Este rubro procede ya que conforme se ha dicho reiteradamente, esta indemnización debe compensar el cúmulo de padecimientos, tanto físicos como espirituales que trae aparejados un accidente con lesiones como las meritadas precedentemente. En efecto debe resarcirse el padecimiento ocasionado por el daño a la integridad física, que lógicamente produce dolor, ansiedad, disgusto, temor por las consecuencias definitivas, duración del tratamiento, sufrimientos soportados durante la curación, etc. 

Por ello, conforme las circunstancias del caso, y teniendo en cuenta fundamentalmente las consecuencias estéticas que debió soportar como consecuencia del accidente y que la perito psicóloga ha contemplado al determinar las secuelas psicológicas que padece la víctima, establecemos este rubro conforme el prudente arbitrio judicial, en la suma de PESOS VEINTICINCO MIL ( $ 25.000). 

V.3. Gastos de atención médica y farmacéuticos: al respecto reiteradamente hemos sostenido que estos gastos se presumen, cuando se trata de lesiones como las que nos ocupa, debiendo ser recompensados prudencialmente, aunque no fuera acreditado su monto con la presentación de las respectivas facturas. En el caso de autos, la perito psicóloga informa la necesidad de tratamiento psicológico por tres a seis meses y el perito médico, informa la necesidad de una intervención por la cicatriz, con costos de honorarios de $ 2.000. Por lo tanto, cabe establecer este ítem en la suma de PESOS TRES MIL QUINIENTOS ($ 3.500), conforme el prudente arbitrio judicial y con criterio actual. 

V.4. Daños al automotor: los mismos, ya dijimos quedaron acreditados con la prueba testimonial antes analizada y con el presupuesto obrante a fs. 4. De todos modos, los mismos han sido dictaminados por el perito ingeniero, estableciendo los costos de reparación en la suma total y aproximada, de $ 5.911. 

No cabe hacer lugar a la impugnación de dicha pericia planteada a fs. 199/200 y menos aún anularla. El perito, auxiliar de la justicia, explica claramente a fs. 207 que las fotografías agregadas a fs. 191/194 por su parte juntamente con su trabajo pericial, fueron tomadas por el experto al efectuar la inspección sobre el rodado y de las cuales surge claramente individualizado el dominio (COM 453), no fueron facilitadas por el actor, y que si bien el rodado al momento se encontraba reparado, pudo verificar las zonas donde había sido dañado, pues se encontraban con señas de las reparaciones realizadas. La pericia se sustenta entonces en la ciencia y arte del experto, y en la impresión de visu que tomó sobre el automotor, además de las constancias de autos, de las cuales, pudo constatar la individualización del rodado, determinada por el presupuesto de fs. 4, no controvertido por la demandada. 

Por lo hasta aquí analizado, corresponde hacer lugar a este rubro, por la suma de PESOS CINCO MIL NOVECIENTOS ONCE ($ 5.911) informada por el experto, que se establece a la fecha de dicha pericia. 

Privación de uso del automotor: Este rubro, procede conforme reiterada jurisprudencia, pues se presume que quien tiene un vehículo lo hace para usarlo, no sólo laboralmente, sino como esparcimiento, por lo que su indisposición le causa un perjuicio económico consistente en su mera privación y en la necesidad de recurrir a un transporte substitutivo, lo que no requiere prueba específica al efecto. 

En consecuencia, teniendo en cuenta el tiempo necesario para la reparación que informa el perito a fs. 183/184 (siete días), establecemos este rubro en la suma de PESOS SETECIENTOS ($ 700), conforme el prudente arbitrio judicial, con criterio actual (art. 46 del C.P.C.). 

VI. Por todo lo expuesto, y teniendo en cuenta los montos parciales establecidos, corresponde fijar en concepto de total y única indemnización a favor del actor señor TOMÁS ALBERTO ARIAS la suma de PESOS OCHENTA Y CINCO MIL CIENTO ONCE ($ 85.111) monto éste que debe condenarse a pagar a la demandada, en el término de diez días. 

Para que la indemnización sea integral, y conforme se solicita, debe condenarse a pagar los intereses que aquellas sumas generan, los que se establecen, para la suma de PESOS CINCO MIL NOVECIENTOS ONCE ($ 5.911), fijada en concepto de daños al automotor, al 8% anual, desde el día del hecho y hasta la fecha de la presentación de la pericia de fs. 182/195 (10 de diciembre de 210) por ser valores cuantificados a esa fecha, y de allí en adelante y hasta el efectivo pago, a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco Nación Argentina, conforme lo establecido por el S.T.J. en el caso “ ZAMUDIO SILVIA ZULMA C/ ACHI YOLANDA Y OTRO(L.A. 54, Fº 673/678, nº 235).En cuanto a los demás rubros por los que progresa la demanda, y teniendo en cuenta que sus valores han sido establecidos con criterio actual, los intereses se establecen desde el día del hecho y hasta esta la fecha de esta sentencia, al 8% anual y desde entonces y hasta el efectivo pago a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco Nación Argentina, conforme lo establecido por el S.T.J. en el caso “ ZAMUDIO SILVIA ZULMA C/ ACHI YOLANDA Y OTRO ( L.A. 54, Fº 673/678, nº 235). 

VII. Las costas deben imponerse a la vencida (art 102 del C.P.C.) proponiendo que los honorarios de los doctores GRACIELA COMAS, NATALIA OCHOA (patrocinante); RIAD QUINTAR y FLAVIA VALERIA SOLEDAD CASTRO, sean regulados en las sumas de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000); TRES MIL CUATROCIENTOS ($ 3.400); PESOS SIETE MIL ($ 7.000) y PESOS TRES MIL QUINIENTOS ($ 3.500), respectivamente, para lo que se tiene en cuenta mérito y eficacia de la labor cumplida, monto por el que progresa la demanda y sus intereses, etapas procesales desplegadas por cada uno de ellos, todo de conformidad a las disposiciones de los arts. 2,4,6,8, 10 y ccs. de la ley 1687, y prorrateo dispuesto por el ar. 505 del C.Civil. 

En cuanto a los honorarios de los peritos actuantes, doctor PEDRO ALVARADO CASTELLANOS, Ing. MARIO LUÍS MORANDÍN; Lic. ADRIANA PATRICIA ORELLANA y CARMEN ARGOTE, los propongo en las sumas de PESOS TRES MIL ($ 3.000); PESOS QUINIENTOS ($ 500); PESOS UN MIL QUINIENTOS ($ 1.500) y PESOS TRESCIENTOS ($ 300), respectivamente, para lo que se tiene en cuenta cada trabajo profesional, valores en juego en cada uno de ellos, importancia para la dilucidación de la causa (arts. 200 de la ley 4055; arts 1º y 92° de la ley 2442/58, ley 4430 (art. 38) modificadas por ley 4l33/84 (art. l2) y art. 505 del C.Civil). 

Todos los honorarios deberán abonarse con más IVA, si correspondiese, y devengarán intereses a la misma tasa que la establecida par el capital, desde la fecha de esta sentencia y hasta el efectivo pago. 

Tal, mi voto. 

Los doctores MARÍA VIRGINIA PAGANINI y VÍCTOR EDUARDO FARFÁN, dijeron que comparten en un todo los fundamentos del voto de la Vocal preopinante, tanto en el análisis de las circunstancias de hecho como los fundamentos legales para admitir la presente demanda, por lo que adhieren a sus conclusiones, todo lo cual fue materia de deliberación previa. 

Por todo ello, la Sala Primera de la Cámara Civil y Comercial: 

R E S U E L V E 

1°) Hacer lugar a la demanda promovida por TOMÁS ALBERTO ARIAS en contra de ILDA DÁVILA SARDINAS y en consecuencia condenar a esta última a pagar a favor del primero, en el término de diez días, la suma de PESOS OCHENTA Y CINCO MIL CIENTO ONCE ($ 85.111) en concepto de total y única indemnización, con más intereses que aquellas sumas generan, los que se establecen, para la suma de PESOS CINCO MIL NOVECIENTOS ONCE ($ 5.911), fijada en concepto de daños al automotor, al 8% anual, desde el día del hecho y hasta la fecha de la presentación de la pericia de fs. 182/195 (10 de diciembre de 210) por ser valores cuantificados a esa fecha, y de allí en adelante y hasta el efectivo pago, a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco Nación Argentina, conforme lo establecido por el S.T.J. en el caso “ ZAMUDIO SILVIA ZULMA C/ ACHI YOLANDA Y OTRO(L.A. 54, Fº 673/678, nº 235) y con relación a los demás rubros por los que progresa la demanda, los intereses se establecen desde el día del hecho y hasta esta la fecha de esta sentencia, al 8% anual y desde entonces y hasta el efectivo pago a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco Nación Argentina, conforme lo establecido por el S.T.J. en el caso “ ZAMUDIO SILVIA ZULMA C/ ACHI YOLANDA Y OTRO ( L.A. 54, Fº 673/678, nº 235). 

2°) Imponer las costas a la demandada que resulta vencida (art. 102 del C.P.C.). 

3°) Regular los honorarios de los doctores GRACIELA COMAS, NATALIA OCHOA (patrocinante); RIAD QUINTAR y FLAVIA VALERIA SOLEDAD CASTRO, en las sumas de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000); TRES MIL CUATROCIENTOS ($ 3.400); PESOS SIETE MIL ($ 7.000) y PESOS TRES MIL QUINIENTOS ($ 3.500), respectivamente (arts. arts. 2,4,6,8, 10 y ccs. de la ley 1687, y prorrateo dispuesto por el art. 505 del C.Civil). 

4º) Regular los honorarios de los peritos actuantes, doctor PEDRO ALVARADO CASTELLANOS, Ing. MARIO JESÚS MORANDÍN; Lic. ADRIANA PATRICIA ORELLANA y Lic. CARMEN ARGOTE, en las sumas de PESOS TRES MIL ($ 3.000); PESOS QUINIENTOS ($ 500); PESOS UN MIL QUINIENTOS ($ 1.500) y PESOS TRESCIENTOS ($ 300), respectivamente (arts. 200 de la ley 4055; arts. 1º y 92° de la ley 2442/58, ley 4430 (art. 38) modificadas por ley 4l33/84 (art. l2) y art. 505 del C.Civil). 

5º) Todos los honorarios deberán abonarse con más IVA, si correspondiese, y devengarán intereses a la misma tasa que la establecida par el capital, desde la fecha de esta sentencia y hasta el efectivo pago. 

6°) Regístrese, agréguese copia en autos, notifíquese por cédula, dése intervención a C.A.P.S.A.P y Dirección Provincial de Rentas. 

Firmado: Dra. María Rosa Caballero de Aguiar; Dra. María Virginia Paganini de Frías; Dr. Víctor Eduardo Farfán.

